
111. TESIS DERIVADAS DEL AMPARO EN 
REVISiÓN 159/2013 

ESTADO DE INTERDICCIÓN. ACORDE AL MODELO DE 

ASISTENCIA EN LA TOMA DE DECISIONES, LA PERSONA 

CON DISCAPACIDAD EXTERNARÁSU VOLUNTAD, MISMA 

QUE SERÁ RESPETADA Y ACATADA.-A juicio de esta Pri· 

mera Sola de la Supremo Corie de Justicia de lo Nación, 

acorde al modelo social de discapacidad consagrado en la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Disca­

pacidad, la determinación judicial que limite lo capacidad 

jurídica deberá tomar en consideración la primacía de la auto­

determinación libre de lo persona, pues de lo contrario nos 

encontraríamos frente a un esquema de "sustitución en la toma 

de decisiones", lo cual no sería adecuado en términos del 

instrumento internacional antes citodo. Así, no debe confun­

dirse el principio de mayor protección de la persono con dis­

capacidad en oras de su mayor interés, con la prohibición de 

que lo mismo decido qué es lo que le beneficia, situación que 

redunda de forma directa en el desarrollo libre de lo perso-
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102 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

nalidad, así como en el fomento de una vida autónoma y de 

una identidad propia, sin que debo restringirse la capacidad 

jurídica de una persona solamente porque la misma ha to­

mada una opción que la generalidad de la saciedad pudiese 

considerar o calificar como "no acertada". Por tanto, mediante 

la adopción del modelo de 'Iasistencia en la toma de decisio­

nes", la persona no debe renunciar al derecho a tomar sus 

propias decisiones, respetándose así su libertad de elección, 

ello mediante la asistencia en la toma de las mismas. Es decir, 

mediante dicho modelo, se deberán generar escenarios idóneos 

para que se asista a las personas con discapacidad, guián­

dolas y aconsejándolas para que tomen sus decisiones, pero 

una vez que en el caso concreto se ha determinado que la asis­

tencia es necesaria y la persona con discapacidad ha sido 

asistida, la voluntad que la misma externe deberá respetarse 

y acotarse, es decir, en el centro de las decisiones relativos a 

las personas con discapacidad, se encontrará la voluntad del 

individuo cuya capacidad ha de limitarse. Tal ayuda en la toma 

de decisiones no atiende a un modelo único, sino que deberá 

ser fijada por el juzgador en el caso en concreto, delimitando 

los alcances de la relación entre el individuo que asistirá en la 

toma de decisiones y la persona con discapacidad, precisando 

que los intervenciones en la voluntad de las personas con 

discapacidad deberán ser lo menos restrictivas posibles, favo­

reciendo aquellos esquemas que permitan en mayor grado la 

toma de decisiones y, por tanto, la mayor autotutela posible. 

Lo anterior no implica que no puedan existir escenarios en los 

cuales, el juzgador, una vez analizadas las diversidades fun­

cionales de la persona y, por tanto, las discapacidades invo­

lucradas en el caso en concreto, determine que la asistencia 

en la toma de decisiones no es suficiente para asegurar la 

protección y el bienestar de quien tiene la discapacidad, ante 

lo cual, deberá nombrarse a alguien que tome las decisiones 

en lugar de la misma -por ejemplo, ante la presencia de una 
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falta de autonomía mental severo que impido o la persona ex­

presar su voluntad por cualquier medio-o Sin embargo, cabe 

señalar que tales escenarios son lo excepción del esquema 

asistencial, ante lo cual, estos casos deberón sujetarse a un 

mayor escrutinio por parte del iuzgador. 91 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. 

Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Diaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sónchez Cordero de Gorcía V¡llegas reservó su derecho o 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zoldívar Lelo de 

Lorreo. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 

13:20 horas en el Semanario Judidal de la Federación. 

ESTADO DE INTERDICCiÓN. CUANDO El JUEZ TENGA 

CONOCIMIENTO DE ALGÚN INDICIO DE QUE LA DIS­

CAPACIDAD DE LA PERSONA HA VARIADO, DEBERÁ SO­

LICITAR LA INFORMACiÓN QUE ESTIME NECESARIA 

PARA SU MODIFICACiÓN (INTERPRETACiÓN DEL AR­

TíCULO 546 DEL CÓDIGO CIVil PARA El DISTRITO FEDE­

RAl).-Si bien el citado artículo señala que el tutor deberá 

presentar en el mes de enero de cada año un informe ante el 

juzgador correspondiente, en el cual tendrá que exhibir un 

certificado de dos médicos psiquiatras que declaren acerca 

del estado de la persona sujeta a interdicción, a juicio de esta 

Primero Salo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

ello no implica que el juzgador no puedo solicitar los estudios 

que estime necesarios en cualquier otro momento, pues dicho 

artículo solamente consigna una obligación pora los tutores, 

"Tesis la [CCUI/2013 1:100 L Glcelo de! S"D10fl(JrlO judrClol de la FederaCión, DéCima 

Epoco, !,bro 1, diciembre de 2013, Torno 1, página 514; Reg. IUS. 2005118 
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104 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

pero no implica una prohibición para que se recaben otros 

informes en un momento distinto del año, pues de lo contrario, 

no sólo las modificadones al estado de interdicción se encon­

trarían sujetas a la información provista por el tutor, sino que 

adicionalmente, se llegaría al absurdo de considerar que tales 

modificaciones solamente puedan ocurrir durante el mes de 

enero en que se rindan los informes, lo cual es contrario a la 

lógica de una institución que limita la capacidad de ejercicio 

de las personas. Debida a que el estada de interdicción sala­

mente debe declararse cuando se encuentre acreditado que 

una diversidad funcional requiere de la implementación de 

ajustes razonables, ante lo cual, solamente debe limitarse la 

capacidad de ejercicio por el tiempo estrictamente indispen-

. sable, es que resulta importante que el juez tenga las facultades 

suficientes para recabar la información que estime necesaria 

para ajustar el nivel de interdicción acorde a la situación fáctica 

del pupilo. Lo anterior no significa que el juzgador deba asumir 

una postura de investigación oficiosa y constante, sino que al 

ser de su conocimiento algún indicio de que la diversidad fun­

cional de la persona hubiese variado -tal información podría 

ser suministrada por el tutor, el propio pupilo, familiares del 

mismo, e incluso terceras personas-, deberá tomar las me­

didas que estime pertinentes a efecto de allegarse de la mayor 

cantidad posible de información y, en su caso, modificar el 

esquema de interdicción que previamente había dictado. 92 

Ampara en revisión 159/2013. 16 de actubre de 2013. Ma­

yoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordero de Garda Villegas reservó su derecho a formu­

lar voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Javier Mijangos y González. 

97 Tesis lo. CCCXlVII/2013 (100.), Gacela .. op. cit., página 515; Reg. IUS: 2005119. 
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Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 

13:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

ESTADO DE INTERDICCiÓN. DURANTE EL PROCEDIMIEN­

TO RESPECTIVO, EL JUEZ DEBERÁ REQUERIR LA INFOR­

MACIÓN Y DICTÁMENES QUE ESTiME NECESARIOS 

(INTERPRETACiÓN DEL ARTiCULO 904 DEL CÓDIGO 

DE PROCEDIMIENTOS CIVilES PARA El DISTRITO FEDE­

RAl).-A consideración de esta Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, las directrices contenidas en el 

modelo social de discapacidad no solamente deben emplearse 

por el iuzgador una vez que se decrete un estado de interdicción, 

sino que también son aplicables a lo largo del procedimiento 

en virtud del cual se arriba a tal conclusión. Al respecto, debe 

hacerse notar que de conformidad con el artículo 904 del Có­

digo de Procedimientos (iviles para el Distrito Federal, el trámite 

respectivo se encuentra constrenido en gran medida a las com­

parecencias de los psiquiatras, los cuales evalúan a la persona 

con discapacidad en dos audiencias distintos, o partir de lo cual 

emiten un dictamen, por lo que generalmente -a menos de 

que exista oposición de los familiares o del Ministerio Públi­

co-, el iuzgador declaro el estado de interdicción o partir de lo 

señalado en toles audiencias. Sin embargo, toda vez que ante 

lo presencio de uno diversidad funcional que lo justifique, la 

labor del juzgador consiste en diseñar una limitación o la capa­

cidad de ejercicio que seo proporcional a la discapacidad con­

creta de lo persona, es que lo resolución que se emito no 

puede encontrarse limitada por la información proporcionada 

por toles psiquiatras, sino que el juez deberá requerir lo infor­

mación y dictámenes que estime necesarios, a efecto de co­

nocer de forma integral lo diversidad funcional, sus alcances 

y su desenvolvimiento social. Cabe señalar que tal información 

no necesariamente estará referido a aspectos médicos, pues 

si bien se podrán solicitar dictámenes de especialistas de otras 
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106 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD. 

áreas de la salud, debido a la naturaleza social de las disca­

pacidades, el juzgador deberá allegarse de datos de otros 

ámbitos, tales como la pedagogía e incluso la ciencia jurídica. 

Es decir, en virtud de que el objetivo del procedimiento de 

interdicción es conocer la verdad material de uno discapa­

cidad y a partir de ello, en su caso, limitar la capacidad de 

ejercicio, es que la información con la que cuente el juzgador 

deberá ser la moyor posible Y, adicionalmente, deberá ser 

integral, es decir, proveniente de diversas materias y ámbitos 

de especialización. 93 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. 

Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordero de Gorda Villegas reservó su derecho a formu­

lar voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Javier Mijangos y González. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 

13:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

ESTADO DE INTERDICCIÓN. DURANTE EL PROCEDIMIEN­

TO RESPECTIVO, EL JUEZ DEBERÁ SOSTENER UNA SERIE 

DE PLÁTICAS CON LA PERSONA CON DISCAPACIDAD, 

Y SI ÉSTA Así LO DESEA, PODRÁ ELEGIR A UNA PERSONA 

DE SU CONFIANZA QUE LE ASISTA EN TALES DILIGEN­

CIAS (INTERPRETACiÓN DEL ARTíCULO 904 DEL CÓDIGO 

DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDE­

RAL).-A consideración de esta Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en aras de que el juzgador se 

allegue de la mayor cantidad de elementos para dictar uno 

9-1 Tesis 1 Q, CCCXlIX/2013 (100.), Gaceta ... op. dI., página 516; Reg. IUS: 2005120. 
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resolución en la que se declare a una persona en estado de 

interdicción, se torna indispensable que permita que lo persona 

con discapacidad externe su opinión sobre el juicio corres­

pondiente. Sin embargo, lo participación de tal persona no 

se deberá limitar a lo anterior, sino que además, es funda­

mental que el juzgador tengo contacto directo con lo mismo, 

esto es, la evaluación directa del juzgador es un elemento 

clave en las diligencias correspondientes. Lo anterior es así, 

pues si bien lo información que rindan los especialistas es de 

suma importancia, así como la opinión que emita la persona 

con discapacidad, lo cierto es que la resolución que en su caso 

se emita contendrá la valoración discrecional del juzgador de 

la diversidad funcional y, por tanto, las medidas que estime 

pertinentes en torno a la autotutela del individuo, ante lo cual, 

es indispensable que el juzgador tenga un contacto directo 

con el mismo. Tal interacción entre el juzgador y la persona con 

discapacidad deberá realizarse bajo una serie de pláticas que 

sostengan entre sí, en las cuales el juzgador abordará distintos 

temas, a partir de los cuales podrá evaluar de formo directa 

la diversidad funcional, mediante un lenguaje accesible y uno 

dinámica afable. Por otra parte, y en oras de que a lo largo 

del procedimiento se proteian los intereses y lo voluntad de 

lo persono con discapacidad, previo consulta que el juzgador 

le realice, se podrá permitir que uno persono de su confianza 

asista a la misma durante el trámite respectivo. Sin embargo, 

tal asistencia solamente podrá decretarse si así lo desea la 

persona con discapacidad, y deberá ser en exclusiva alguien 

que ésto elija, pudiendo ser algún familiar (incluso alguien dis­

tinto a sus progenitores o parientes más cercanos), algún indi­

viduo con el que cuente con lazos de amistad, e incluso un 

especialista en derecho, siempre y cuando sea voluntad ex­

presa de la persona con discapacidad. Lo anterior resulta así, 

pues el juzgodor deberá tomor los medidos necesarias para 

que el procedimiento sea lo menos perturbador posible, pues 
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108 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

solamente bajo tal escenario la persona con discapacidad 

podrá sentirse cómoda para manifestar su voluntad de forma 

libre. 94 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. 

Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oigo 

Sánchez Cordero de Gorda Villegas reservó su derecho a 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea. Secretorio: Javier Mijangos y González. 

Esto tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 o los 

13:20 horas en el Semanario Judicial de lo Federación. 

ESTADO DE INTERDICCiÓN. El JUEZ DEBERÁ ESTA­

BLECER EN QUÉ TIPO DE ACTOS LA PERSONA CON 

DISCAPACIDAD GOZA DE PLENA AUTONOMíA EN El 

EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JURíDICA Y EN QUÉ 

OTROS INTERVENDRÁ UN TUTOR PARA OTORGARLE 

ASISTENCIA (INTERPRETACiÓN DEL ARTíCULO 462 DEl 

CÓDIGO CIVIL PARA El DISTRITO FEDERAl).-A juicio 

de esta Primero Salo de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, el principio de reconocimiento a la diversidad como 

presupuesto del modelo social de discapacidad, no solamente 

implica aceptar que existen personas con diversidades fun­

cionales, sino también exige reconocer la gran cantidad de 

posibles diversidades, mismas que se traducen en una amplia 

gama de discapacidades. Por tanto, aquellas instituciones jurí­

dicas que tengan como finalidad limitar la capacidad jurídica de 

las personas con discapacidad, deberán tomar como punto 

de partida el tipo de diversidad funcional del caso en concreto, 

." Tesis 1 o. CCCL!20l3 (100.), Gaceta . op. cit., página 517; Reg. IUS: 2005121. 
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pues de lo contrario, pretender el establecimiento del mismo 

tipo de limitación a personas con discapacidades sumamente 

diversas, se traduciría en un incumplimiento del principio del 

modelo social de discapacidad. En consecuencia, el estado 

de interdicción previsto en la legislación del Distrito Federal 

no deberá ser interpretado como una institución jurídica ce­

rrada, cuyos efectos se encuentren establecidos para todos 

los posibles escenarios, sino que debe considerarse como una 

limitación a la capacidad jurídica cuyo significado y alcance 

deben ser determinados prudencialmente en cado caso. Así, 

una vez que el juzgador constate que una persona tiene una 

discapacidad, mismo que justifica la limitación de su copaci­

dad de ejercicio, deberá establecer claramente cuál es la na­

turaleza de la diversidad funcional específica y, a partir de 

ello, delimitará cuól es el grado de la discapacidad y, por 

tanto, lo extensión que tendrá la limitación a su capacidad. 

Es decir, el estado de interdicción, contrario a la formo tradicio­

nal en lo que se le interpretaba, esto es, como una declaración 

genérica y aplicable por igual a toda discapacidad, debe 

entenderse como lo optitud del juzgador de fijor un grado de 

limitación a la capacidad de ejercicio, cuya magnitud será 

proporcional al nivel de discapacidad de la persono, reiterándo­

se que tal decisión deberá realizarse en coda coso concreto, lo 

cual dará lugar o uno gran variedad de posibles hipótesis, 

mismas que se encontrarán caracterizadas por el origen y gra­

duación de la diversidad funcional en específico. Debido a lo 

anterior, el juez deberá establecer en qué tipo de actos la per­

sono con discapacidad goza de plena autonomía en el ejer­

cicio de su capacidad jurídica yen qué otros deberá intervenir 

el tutor para otorgarle asistencia, velando porque en todo 

momento se adopte lo decisión más favorable paro el individuo 

en estado de interdicción, sin que deba confundirse tal protec­

ción con una mayor restricción de la capacidad de ejercicio, 

toda vez que se deberá propiciar que las restricciones sean 
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110 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

las menos posibles, y aquellas que se implementen deberán 

ser las estrictamente indispensables para la integridad física y 

mental de la persona, fomentando así el mayor escenario po­

sible de autotutela Y, por ende, de autonomía. Por tanto, 

cuando el articulo 462 del Código Civil para el Distrito Federal 
señala que la tutelo no se puede conferir sin que antes se 

declare el estado y grado de capacidad de la persono que va 
a quedar sujeta a ella, debe interpretarse que tal disposición 

faculta al iuez a delimitar qué actos puede realizar por sí sola 

dicha persona, atendiendo de forma mínima a los siguientes 

ómbitos: (i) patrimonial, esto es, a la pasible independencia 
socioeconómico¡ (ii) adaptativa e interpersonal, relativa a la 

capacidad de afrontar los problemas de la vida diaria; y (iii) per­
sonal, en torno a la posibilidad de mantener una existencia 

independiente en relación con las necesidades físicas más 

inmediatas -como alimentación, higiene y autocuidado--. 95 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Ma­
yoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordero de Garda Villegas reservó su derecho a formu­

lar voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Secretario: Javier Mijangos y Gonzólez. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 
13:20 horas en el Semanario Judicial de lo federación. 

ESTADO DE INTERDICCiÓN. ELJUEZ PODRÁ SOLICITAR 
INFORMES ADICIONALES A lOS QUE POR OBLIGACiÓN 
DEBE PRESENTAR El TUTOR (INTERPRETACIÓN DEL AR­
TíCULO 546 DEL CÓDIGO CIVil PARA EL DISTRITO 
FEDERAl).-Si bien el citada artículo señala que el tutor 

9, Tesis la. CCCXLlII!2013 (100.), Gacela op. di, página 518; Reg IUS: 2005122. 
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deberá presentar en el mes de enero de cada año un informe 

ante el juzgador correspondiente, en el cual tendrá que exhibir 

un certificado de dos médicos psiquiatras que declaren acerca 

del estado de la persona sujeto o interdicción, a juicio de esta 

Primero Sala de la Suprema Carte de Justicia de lo Nación, 

a efecto de que la interpretación de tal numeral seo acorde 

al modelo social de discapacidad Y, en específico, 01 párrafo 

cuarto del artículo l2 de la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad, debe considerarse que si 

bien el tutor tiene la citada obligación de presentación del 

informe, ello bajo ningún supuesto implica que lo valoración 

del juzgador se encuentre limitada a dicho documento. Es decir, 

el juez podrá solicitar informes adicionales, pudiendo requerir 

a los especialistas que estime pertinentes para tal efecto, como 

médicos, pedagogos, abogados u otros expertos de cualquier 

campo del conocimiento, o alguna aclaración o evaluación del 

informe presentado por el tutor, a efecto de que tenga los ele­

mentos suficientes poro determinar si el estado de interdicción 

se conservo en sus términos o sufre alguno modificación. Dicho 

solicitud de informes también podrá surgir a petición directa 

de la persona con discapacidad respecto de la cual surgió el 

asunto en cuestión. De lo contrario, se generaría un escenario 

periudicial para la persona con discapacidad, pues lo posible 

determinación del juzgador sobre algún cambio en lo diver­

sidad funcional del caso en concreto, se encontraría limitada 

a la información presentada por el propio tutor, ante lo cual, 

lo evaluación adolecería de independencia e imparcialidad, 

tal y como lo exige la Convención sobre los Derechos de los 

Personas con Discapacidad.'JÓ 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. 

Mayoría de CUOlro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

'. TeSIS lo. CCCXl \ 1/2013 (100 ), GOLeta op. (il • pagino ~20; Reg. IUS. 7005123 
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112 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordero de Gorda Villegas reservó su derecho a 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea. Secretario: Javier Miiangos y Gonzólez. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 

13:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

ESTADO DE INTERDICCIÓN. LA DETERMINACIÓN DE QUÉ 

ACTOS PUEDE REALIZAR POR sí SOLA LA PERSONA CON 

DISCAPACIDAD NO SE DEBE LIMITAR A AQUELLOS DE 

CARÁCTER PERSONALíSIMO (INTERPRETACiÓN DELAR­

TíCULO 462 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL).-Si bien el citado artículo señala que el juez de­

terminará la extensión y límites de la tutela, estableciendo qué 

actos personalísimos puede realizar por sí sola la persona con 

discapacidad, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, no es suficiente que el juez 

establezca qué actos de carácter personolísimo puede realizar 

la persono para aceptar que el modelo legal permite establecer 

claramente cuál es la naturaleza de la diversidad funcional 

específica, y así fijar el grado de la discapacidad y las medi­

das específicas a implementarse. Ello es así pues, en primer 

lugar, los actos que puede realizar una persona, mismos que 

repercuten de forma directa en su esfera jurídica, no se pueden 

reducir a aquellos de carácter personalísimo pues, inclusive, el 

artículo 537 del Código Civil para el Distrito Federal, sola­

mente enumera como tales actos al matrimonio, el recono­

cimiento de hijos y el testamento. Por tanto, el hecho de que 

el juzgador determine qué actos personalísimos puede reali­

zar la persona en estado de interdicción, no resulta suficiente 

para concluir que se establezca un parámetro de limitación a 

lo capacidad de ejercicio acorde o cada caso en concreto. 

En consecuencia, para decretar que una persona se encuentra 
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en estado de interdicción, el juez deberá establecer qué tipo 

de actos puede realizar por sí sola la persona con discapa­

cidad, sin que tal señalamiento se deba limitar a los actos de 

carácter personalísimo.()f 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de aelubre de 2013. 

Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordero de Gorda Villegas reservó su derecho a 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 

Larreo. Secretario: Javier Mijangos y Gonzólez. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 

13:20 horas en el Semanaria Judicial de lo Federación. 

ESTADO DE INTERDICCiÓN. LA FUNCiÓN DEL TUTOR 

CONSISTE EN ASISTIR A LA PERSONA CON DISCAPA­

CIDAD PARA QUE TOME SUS DECISIONES, PERO NO 

PODRÁ SUSTITUIR SU VOLUNTAD (INTERPRETACiÓN 

DE LA FRACCiÓN IV DEL ARTiCULO 537 DEL CÓDIGO 

CIVil PARA El DISTRITO FEDERAl).-En torna a la voluntad 

de una persono con discapacidad que se encuentre en es­

tado de interdicción, la único mención con la que cuenta el 

Código Civil para el Distrito Federal, es la prevista en la frac­

ción IV del arlículo 537, en la cual se indica que el tutor 

administrará los bienes del pupilo, mismo que deberá ser 

consultado paro actos importantes de administración cuando 

sea capaz de discernimiento y mayor de dieciséis años. Sin 

embargo, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Noción, tal disposición no resulta suficien­

te para concluir que las decisiones de la persona con disco-

,,' TeSIS lo, CCCXLIV/2013 ¡lOo.), Gaceta o,p, Cil" páglno 521, Reg, IUS, 2005124 
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114 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

pacidad sean el punto de referencia en el estado de interdicción 

interpretado de forma tradicional, toda vez que tal voluntad 

se encuentra referida a actos que afecten de forma importante 

la administración de los bienes -la calificativa de qué actos 

resultan "importantes" recae en el tutor, mismo que realiza la 

consulta, y podría reducir los supuestos en los cuales lleva o 

cabo la misma-, y solamente se actualiza el supuesto cuando 

el pupilo es mayor de dieciséis años. Por tanto, a efecto de 

que dicha disposición sea acorde o la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad, a pesar de que 

se hubiese decretado la limitación a la capacidad jurídica de 

una persono con discapacidad, ésta goza de su derecho ines­

cindible de manifestar su voluntad, misma que deberá ser 

respetada y acatada, a pesar de que la misma no se estime 

"adecuada" de acuerdo con los estándares sociales. Al res­

pecto, el tutor tendrá como función asistirle en la toma de las 

decisiones correspondientes, pero no podrá sustituir su volun­

tad. Por tanto, el estado de interdicción ya no puede ser inter­

pretado como una institución en la cual el tutor sustituya la 

voluntad de la persona con discapacidad, sino que ahora 

deberá asistirla para que ésta tome sus propias decisiones y 

asuma las consecuencias de las mismas, ello en aras de in­

centivar la autonomía de la persona. En consecuencia, toda 

vez que una mayor protección de la persona con discapacidad 

no debe traducirse en una mayor restricción para que la misma 

exprese y se respete su voluntad, es que el estado de interdic­

ción debe concebirse como una institución de asistencia para 

que la persona tome sus propias decisiones, mismas que 

deberán respetarse, incluso cuando pudiesen considerarse 

no acertadas, lo cual es acorde al modelo social contenido 

en la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad. 98 

9S Tesis 1 a. CCCXLVIII!2013 (100.), Gacela op. cit., póglna 521; Registro: 2005125. 
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Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. 

Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordero de Gorcío Villegos reservó su derecho o 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 

Lorreo. Secretario: Javier Mijongos y González. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a los 

13:20 horas en el Semanario Judjcial de lo Federación. 

ESTADO DE INTERDICCiÓN. LA SENTENCIA QUE LO 

ESTABLEZCA DEBERÁ ADAPTARSE A LOS CAMBIOS DE 

LA DISCAPACIDAD DE LA PERSONA SUJETA AL MISMO 

(INTERPRETACiÓN DEL ARTícULO 606 DEL CÓDIGO 

CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL).-A luicio de esta Pri· 

mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, paro 

que se declare que una persona se encuentro en estado de 

interdicción, el juzgador deberá constatar que la misma tiene 

uno diversidad funcional que al ponerse en contacto con el 

medio social, produce una discapacidad. Así, tal constatación 

deberá ser exhaustivo, tomando en consideración que lo capa­

cidad jurídico plena debe ser la regla general, mientras que 

cualquier limitación o lo misma debe ser interpretado de formo 

restringida, encontrando un debido sustento probatorio. Es decir, 

la determinación de restringir la capacidad de una persona 

en virtud de una diversidad funcional, debe considerarse como 

una excepción, a la cual se arribará solamente cuando sea 

potente que deban implementarse ajustes razonables a efecto 

de proteger a lo persono en cuestión. En otras palabras, todo 

persona se presume capaz, a menos de que se acredite una 

situación en contmrio. Debido o lo anterior, la emisión de 

uno sentencio que declaro un estado de interdicción no sig­

nifica que el mismo no puedo ser modificado ante un escenario 

posterior, pues tal y como lo establece expresamente el artículo 
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116 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD. 

606 del Código Civil paro el Distrito Federal, lo tutelo se 

extinguirá cuando desaparezca la causa por virtud de la cual 

se declaró en dicho supuesto jurídico al pupilo. Así, tal limi­

tación a la capacidad de ejercicio deberá subsistir durante el 

menor tiempo posible, es decir, en el estrictamente indispen­

sable para la protección de la persona. Lo anterior se debe a 

que la sentencia que limita la capacidad jurídica de una per­

sona debe poderse modificar de acuerdo con las propias 

variaciones que sufran las diversidades funcionales, ante lo 

cual, el juzgador deberá adecuar la situación jurídica de dicha 

persona con la situación fáctica de la misma, ya sea que ello 

implique la eliminación de cualquier restricción a la capacidad 

de ejercicio, o simplemente la modificación del alcance de 

tales limitaciones. Así, una sentencia que declara un estado 

de interdicción no es invariable, pues ante el cambio o des­

aparición de la diversidad funcional, la misma deberá adop­

tarse al estado físico y mental de la persona, ante lo cual, tal 

determinación debe ser esencialmente revisable, misma que 

además es claramente constitutiva y no declarativa, ya que a 

través de la decisión judicial la persona entra en un nuevo 

estado en el cual se restringe su capacidad jurídica.99 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. 

Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díoz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordero de Gordo Villegos reservó su derecho o 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívor Lelo de 

Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Esto tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 o los 

13:20 horas en el Semanario Judicial de lo Federación. 

99 Tesis lo. CCCXlV!2013 (100.1, Gaceta op. cit., página 522; Reg. IUS: 2005126. 
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ESTADO DE INTERDICCiÓN. LOS ARTícULOS 23 y 450, 

FRACCiÓN 11, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL, SON CONSTITUCIONALES SIEMPRE Y CUAN­

DO SE INTERPRETEN A LA LUZ DEL MODELO SOCIAL DE 

DISCAPACIDAD.-A juicio de esta Primera Sala de la Su­

premo Corte de Justicia de lo Nación, es posible realizar una 

interpretación conforme a lo ConstituciÓn Política de los 

Estados Unidos Mexicanos yola Convención sobre los Dere­

chos de los Personas con Discapacidad, de lo institución del 

estado de interdicción en el Distrito Federal, o efecto de que 

la mismo se concibo a partir del modelo social y, en específico, 

o partir del modelo de "asistencia en la toma de decisiones". 

Por una parte, el Código Civil para el Distrito Federal consagra 

el denominado modelo de "sustitución en lo toma de decisio­

nes", mientras que la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad, contiene el esquema conocido 

como "asistencia en la toma de decisiones ll
, mismo que 

tiene como fundamento el modelo social de discapacidad. 

Sin embargo, dicha interpretación conforme es posible, pues 

los disposiciones contenidas en el Código Civil para el Distrito 

Federal válidamente pueden armonizarse con los valores con­

tenidos en la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad, sin que ello implique un ejercicio exacer­

bado de tal interpretación, pues si bien la institución del estado 

de interdicción en el Distrito Federal fue concebida baio un 

modelo de discapacidad que ya ha sido superado -modelo 

médico o rehobilitador-, ello no constituye un obstáculo in­

franqueable para que sus disposiciones se adecuen a nuevos 

esquemas contenidos en tratados internacionales de los cuales 

nuestro país es parte. Estimar lo contrario, implicaría caer en 

el absurdo de que instituciones jurídicas concebidas bajo ciertos 

valores, no puedan ser interpretadas bajo nuevos paradig­

mas constitucionales e internacionales, lo cual conllevaría a 

la concepción de un sistema jurídico solamente dinámico ante 
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118 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

reformas legales, y no frente a interpretaciones jurisdiccionales, 

lo cual claramente es contrario al principio pro persona que 

consagra nuestra Constitución. Por tanto, los artículos 23 y 

450, fracción 11, del Código Civil para el Distrito Federal, así 

como el régimen del estado de interdicción que dicha legis­

lación contempla, no resultan inconstitucionales siempre y 

cuando se interpreten a \0 luz del modelo social relativo a las 

personas con discapacidad. lOO 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Ma­

yoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordero de Gordo Villegas reservó Su derecho o 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 o las 

13:20 horas en el Semanario Judicial de lo Federación. 

INTERPRETACiÓN CONFORME. NATURALEZA Y ALCAN­

CES A LA LUZ DEL PRINCIPIO PRO PERSONA.-A juicio 

de esto Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, la supremacía normativa de la Constitución no se ma­

nifiesta sólo en su aptitud de servir como parámetro de validez 

de todas las demás normas jurídicas, sino también en la exi­

gencia de que tales normas, a la hora de ser aplicadas, se 

interpreten de acuerdo con los preceptos constitucionales; 

de forma que, en caso de que existan varios posibilidades de 

interpretación de la norma en cuestión, se eli¡a aquella que 

mejor se ajuste a lo dispuesto en la Constitución. En otras pa­

labras, esa supremacía intrínseca no sólo opera en el momento 

l~l)TeSI5 lo. CCCXLlI/2ü13 (lOo_l. Gúceto op. cit., pógino 523; Reg. IUS: 2005127 
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de la creación de los normas inconstitucionales, cuyo conte­

nido ha de ser compatible con la Constitución en el momento 

de su aprobación, sino que se prologan, ahora como paró­

metro interpretativo, a la fase de aplicación de esas normas. 

A su eficacia normativo directa se añade su eficacia como 

marco de referencia o criterio dominante en la interpretación 

de las restantes normas. Este principio de interpretación confor­

rne de todas las normas del ordenamiento a la Constitución, 

reiteradamente utilizado por esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, es una consecuencia elemental de la concep­

ción del ordenamiento como una estructura coherente, como 

una unidad o contexto. Es importante advertir que esta regla 

interpretativa opera con carácter previo al juicio de invalidez. 

Es decir, que antes de considerar a una norma jurídico como 

constitucionalmente inválido, es necesario agotar todas las 

posibilidades de encontrar en ello un significado que la hago 

compatible con la Constitución y que le permito, por tonto, 

subsistir dentro del ordenamiento; de manem que sólo en el 

coso de que existo una claro incompatibilidad o uno contm­

dicción insalvable entre lo norma ordinaria y la Constitución, 

procedería declararla inconstitucional. En esto lógico, el 

intérprete debe evitar en lo medido de lo posible ese desenlace 

e interpretar los normas de tal modo que la contradicción no 

se produzco y lo norma puedo salvarse. El juez ha de procu­

rar, siempre que seo posible, huir del vacío que se produce 

cuando se niego validez a una norma y, en el coso concreto, 

de ser posibles varios interpretaciones, debe preferirse aquello 

que salve la aparente contradicción. La interpretación de las 

normas conforme o lo Constitución se ha fundamentado tradi­

cionalmente en el principio de conservación de ley, que se 

asiento o su vez en el principio de seguridad jurídica y en la 

legitimidad demacrótica del legislador. En el casa de la ley, 

fruto de lo voluntad de los representantes democróticamente 

elegidos, el principio general de conservación de las normas 
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120 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD 

se ve reforzado por una más intensa presunción de validez. 

Los tribunales, en el marco de sus competencias, sólo pueden 

declarar la inconstitucionalidad de uno ley cuando no resul­

te posible una interpretación conforme con la Constitución. 

En cualquier caso, las normas son válidas mientras un tribunal 

no diga lo contrario. Asimismo, hoy en día, el principio de 

interpretación conforme de todas las normas del ordenamiento 

a la Constitución, se ve reforzado por el principio pro persona, 

contenido en el artículo lo. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, el cual obliga a maximizar la inter­

pretación conforme en aquellos escenarios en los cuales, dicha 

interpretación permita la efectividad de los derechos fun~ 

damentales de las personas frente al vacío legislativo que 

puede provocar una declaración de inconstitucionalidad de 
la norma. 1 01 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Ma­

yoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordera de Gorda Villegas reservó su derecho a 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea. Secretorio: Javier Mijangos y González. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 

13:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD. El ARTíCULO 12 

DE LA CONVENCiÓN SOBRE lOS DERECHOS DE LAS 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD CONSAGRA EL ES­

QUEMA DE ASISTENCIA EN LA TOMA DE DECISIONES.­

A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de 

101 TeSIS la. CCCXU2013 (100.), Gaceta op. cit., pógino 530; Reg.IUS: 2005135 
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Justicio de lo Noción, las instituciones mediante las cuoles se 

regula la capacidad jurídica de las personas con discapacidad 

-tales como el estado de interdicción- se han clasificado 

de forma histórica en dos modelos: el modelo de "sustitución 

en la toma de decisiones" y el modelo de "asistencia en la 

toma de decisiones". Por lo que ve al modelo de "sustitución 

en la toma de decisiones", mediante el mismo, y una vez que 

el juzgador ha constatado la existencia de la diversidad fun­

cional del individuo respecto del cual versa el asunto, se de­

creta que la voluntad de éste sea sustituida por la de alguien 

más, cuya labor consistirá en tomar las decisiones que repre­

senten el mejor interés de la persono cuyo protección se le ha 

encomendado. Al respecto, dicho esquema ha sido identifi­

cado de formo tradicional con la institución jurídica del tutor, 

mismo que se encuentra encargado de adoptar decisiones en 

torno a la esfera personal y patrimonial de su pupilo. Por su 

parte, el modelo de "asistencia en la toma de decisiones" 

implico un cambio de paradigma en la formo en que los Es­

tados suelen regular lo capacidad jurídico de las personas 

con discapacidad, pues mediante el mismo, la persono puede 

ser ayudado para adoptar decisiones, pero es ésta quien en 

última instancia toma las mismos. Es decir, lo libertad de elec­

ción se protege y se garantiza por el juzgador acorde al grado 

de diversidad funcional que posee la persona en cada caso 

concreto, fomentando así su participación y la asunción de 

responsabilidades. En tal sentido, el esquema contenido en el 

artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de los Per­

sonas con Discapacidad, precisamente consagra el modelo 

asistencial antes referido, en la medida en que indica que los 

personas con discapacidad tienen derecho al reconocimiento 

de su personalidad jurídico, lo cual deberá ser llevado a cabo 

en igualdad de condiciones que los demás, debiéndose ase-
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122 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD .. 

gurar que se respeten los derechos, la voluntad y preferencias 

de quien posee la diversidad funcionol. 102 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Ma­
yoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oiga 

Sánchez Cordero de Gorcía Villegas reservó su derecho a 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo laldivar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 
13:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

SENTENCIA CON FORMATO DE LECTURA FÁCIL. EL JUEZ 
QUE CONOZCA DE UN ASUNTO SOBRE UNA PERSONA 
CON DISCAPACIDAD INTELECTUAL, DEBERÁ DICTAR 
UNA RESOLUCiÓN COMPLEMENTARIA BAJO DICHO 
FORMATO.-De acuerdo con las Normas de Naciones Uni­
das sobre lo Igualdad de Oportunidades para Personas con 
Discapacidad, los Estados tienen la obligación de hacer acce­

sible lo información y documentación paro las personas con 

discapacidad. A partir de las mismas, ha surgido el denomi­
nado "formato de lectura fácil", el cual se encuentra dirigido 

mayormente a personas con una discapacidad para leer o 

comprender un texto. Tal formato se realiza bajo un lenguaje 

simple y directo, en el que se evitan los tecnicismos así como 

los conceptos abstractos, ello mediante el uso de ejemplos, y 

empleando un lenguaje cotidiano, personificando el texto lo 

más posible. Para la elaboración de un texto de lectura fácil, 

es recomendable emplear una tipografía clara, con un tamaño 

accesible y que los párrafos sean cortos y sin justificar, a efecto 

de que el seguimiento de la lectura sea más sencillo. Así, el 

le.' Tesis 1 a. CCCXLI/2013 (100,), Gaceta ... ap. cit., página 531; Registro: 2005136 
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TESI~, D~RIVADAS éltL ¡\¡\,,<PARO FN R.E'jl~ION 1 ':J'i 2:.1 i él 

acceso pleno de las personas con diversidades funcionales 

intelectuales a las sentencias emitidos por los juzgadores, no 

se agoto con permitir que tengan conocimiento de las mismos, 

sino que es un deber de los órganos jurisdiccionales imple~ 

mentar formatos de lectura fácil, a través de los cuales dichos 

personas puedan comprender lo resuelto en un coso que afecte 

su esfera jurídica. En consecuencia, a juicio de esto Primero 

Salo de la Supremo Corte de Justicia de lo Noción, cuando 

un iuzgadorconozca de un asunto en el cual la resolución verse 

sobre uno persona con alguna diversidad funcional intelectual, 

deberá redactar la mismo bajo un formato de lectura fácil, el 

cual no seró idéntico en todos los casos, sino que estará deter­

minado por lo discapacidad concreta, mismo que no sustituye 

la estructuro "tradicional" de los sentencias, yo que se troto de 

un complemento de lo misma, lo cual es acorde 01 modelo 

social contenido en lo Convención sobre los Derechos de los 

Personas con Discapacidad. :J" 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de oelubre de 2013. Ma­

yoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular; Oigo 

Sónchez Cordero de Garda Villegas reservó su derecho a 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zoldívar Lelo de 

Larrea. Secretorio: Javier Mijangos y Gonzólez. 

Esto tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 o las 

l3:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA. NO ES 

VIOLATORIA DE LA DIGNIDAD DE LAS PERSONAS SOBRE 

LAS CUALES SE APLlCA.-A juicio de esto Primero Salo de 

"Tesls10,ClCXXXIX/2013!10o,j,Gac,-,ra CJp ul .. póglno536.Req IUS 2005141 
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124 MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD. 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la suplencia de la 

deficiencia de la queja no es una figura jurídica que implique 

un menoscabo en la dignidad de la persona, ni permite una 

variación de la litis constitucional, pues la misma es una he­

rramienta de la cual debe disponer el juzgador para estar en 

aptitud de analizar un asunto, a pesar de la formulación incom­

pleta o deficiente que se hubiese realizado de los argumentos 

respectivos, para no encontrarse limitado por una litis cerrada, 

en la cual se tendría que constreñir a lo alegado por las partes. 

Dicha figura jurídica se traduce en una serie de escenarios 

diseñados por el legislador en los cuales, debido a los dere­

chos involucrados o a la posición de "desventaja" procesal de 

alguna de las partes, se justifica que el análisis del juzgador 

no se limite a lo señalado por quienes intervienen en el pro­

cedimiento jurisdiccional respectivo. Es por lo anterior que la 

suplencia de la queja no puede considerarse como una ins­

titución transgresora de la dignidad de las partes respecto a 

las cuales se permite, sino como una herramienta con la cual 

cuenta el juez para analizar de forma integral un asunto y 

así, emitir un fallo que no se encuentre constreñido a la defi­

ciencia en los planteamientos de quienes intervinieron en el 

procedimiento. 104 

Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. 

Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto particular¡ Oiga 

Sónchez Cordero de García Villegas reservó su derecho a 

formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívor Lelo de 

Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 

13:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

104 Tesis lo. CCCLI!2013 (100.), Gaceta . . op. cit., págino 537; Reg. IUS: 2005142. 
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